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hijos de familias modestas con preferencia naturales de Cór-
doba y demás pueblos de su Diócesis y provincia.

Tercer. El Patrimonio de la Fundación está constituido
por todos los bienes y derechos que constituyen la dotación
inicial de la Fundación, y por aquellos otros que en lo sucesivo
se aporten a la misma con ese carácter.

Cuarto. El gobierno, administración y representación de
la Fundación se confía de modo exclusivo a un Patronato,
que estará formado por tres miembros.

Vistos: La Constitución Española; el Estatuto de Autonomía
de Andalucía; la Ley 30/94, de 24 de noviembre, de Fun-
daciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada
en actividades de Interés General, y demás normas de general
y pertinente aplicación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Consejería tiene asignada, en virtud del
Decreto 42/83, de 9 de febrero, del Consejo de Gobierno de
la Junta de Andalucía, las competencias que en materia de
Educación se traspasaron por Real Decreto 3936/82, de 29
de diciembre, y en particular sobre las Fundaciones docentes
que desarrollen principalmente sus acciones en Andalucía,
ejerciendo, en consecuencia, el Protectorado sobre las de esta
clase.

Segundo. Se han cumplido en la tramitación del expe-
diente todos los requisitos considerados esenciales por la Ley
30/94, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en actividades de interés
general, por lo que procede la adaptación de los Estatutos
de la Fundación a la Ley 30/94, y la inscripción en el pertinente
Registro de Fundaciones Docentes.

En consecuencia, y en atención a los Hechos y Funda-
mentos de Derecho hasta aquí desarrollados, esta Consejería
de Educación y Ciencia, visto el preceptivo informe de la Ase-
soría Jurídica, resuelve:

Primero. Autorizar la adaptación de los Estatutos a la Ley
30/94 y su inscripción en el correspondiente Registro a la
Fundación denominada «Escuelas Pías de la Inmaculada Con-
cepción», con domicilio en Córdoba, Plaza de la Compañía,
núm. 5.

Segundo. Aprobar los Estatutos contenidos en las escri-
turas públicas de fecha 23 de diciembre de 1999.

Tercero. Confirmar en sus cargos a los miembros del Patro-
nato de la Fundación, y que han aceptado sus cargos.

Contra esta Orden, que pone fin a la vía administrativa,
cabe interponer, en el plazo de dos meses, a contar desde
el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, recurso contencioso-administrativo ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal de Justicia de Andalucía, conforme a lo establecido en
los artículos 10, 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio,
o potestativamente recurso de reposición en el plazo de un
mes ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Ciencia,
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 107.1, 116 y
117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 2 de octubre de 2000

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 12 de septiembre de 2000, de
la Secretaría General Técnica, por la que se aprueba
el deslinde total de la Vía Pecuaria denominada Cordel
de Iznájar, en el término municipal de Loja, provincia
de Granada. (V.P. 412/98).

Examinado el Expediente de Deslinde de la Vía Pecuaria
«Cordel de Iznájar», sita en el término municipal de Loja,
provincia de Granada, instruido por la Delegación Provincial
de la Consejería de Medio Ambiente en Granada, se ponen
de manifiesto los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Vía Pecuaria antes citada, en el término muni-
cipal de Loja, fue clasificada por Orden Ministerial de 22 de
mayo de 1968, con una anchura legal de 37,61 metros y
una longitud aproximada dentro del término municipal de 11
kilómetros.

Segundo. A propuesta de la Delegación Provincial de la
Consejería de Medio Ambiente en Granada, por el Consejero
de Medio Ambiente, con fecha 26 de marzo de 1997, se
acordó el inicio del deslinde de la Vía Pecuaria antes referida,
en el tramo citado, sita en el término municipal de Loja, pro-
vincia de Granada.

Tercero. Los trabajos materiales de Deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron el 21 de julio de 1997, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, y publicándose en el Boletín
Oficial de la Provincia de Granada, de 9 de junio de 1997,
y en el Diario «Ideal» de Granada.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Gra-
nada de 13 de abril de 1998.

Quinto. A dicha Proposición de Deslinde se presentaron
alegaciones por parte de:

Don José Fernández de Bobadilla y Campos.
Renfe.
Doña Natividad Páez Pacheco.
Don Francisco Pacheco Gutiérrez.
Doña Dolores Molina Ortigosa.
Don Rafael Castañeda Cano.
Don Juan Zafra Muñoz.
Doña M.ª Carmen Valverde López.

Las alegaciones formuladas por los antes citados pueden
resumirse en los siguientes términos:

1. Disconformidad con el trazado de la Vía Pecuaria.
2. Disconformidad con el eje de la Vía Pecuaria.
3. Aportación de títulos de propiedad inscritos en el Regis-

tro de la Propiedad correspondiente.

Sexto. El Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, sobre
las alegaciones antes descritas, emitió el preceptivo Informe,
con fecha 28 de enero de 1999.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente Procedimiento de Deslinde en virtud
de lo establecido en el artículo 21 del Decreto 155/1998,
de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Vías
Pecuarias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como
el Decreto 179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Medio
Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La Vía Pecuaria denominada «Cordel de Iznájar»,
fue clasificada por Orden Ministerial 22 de mayo de 1968,
en el término municipal de Loja, debiendo por tanto el Des-
linde, como acto administrativo definitorio de los límites de
cada Vía Pecuaria, ajustarse a lo establecido en el Acto de
Clasificación.

Cuarto. En lo que se refiere a las alegaciones formuladas,
hay que señalar lo siguiente:

1. Con respecto a la alegación técnica, referida al trazado
de la vía pecuaria, decir que, el presente es un Procedimiento
de Deslinde, siendo en el Acto de Clasificación, ya firme, donde
se definen la existencia, trazado, anchura y demás caracte-
rísticas físicas generales de la vía pecuaria, y no procediendo,
como consecuencia de lo expuesto, cuestionar el trazado de
la vía pecuaria que se deslinda mediante la presente Reso-
lución.

2. En cuanto a las alegaciones basadas en haber adquirido
los terrenos mediante Escritura Pública inscrita en el Registro
de la Propiedad, ha de tenerse en cuenta que la protección
del Registro no alcanza a los datos de mero hecho de los
bienes de dominio público, y al señalar que limita con una
vía pecuaria, todo lo más presume el límite, pero ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En general ha de considerarse que, como señala la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 6 de febrero de 1998, «El
Registro de la Propiedad por sí sólo no lleva consigo ni produce
una verdadera y auténtica identificación real sobre el terreno,
teniendo en cuenta que dicho Registro tiene un simple con-
tenido jurídico, no garantizando, en consecuencia, la realidad
física y concreta situación sobre el terreno de la finca inma-
triculada, puesto que tal situación puede o no concordar con
la realidad existente».

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación, enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parte de la afirmación doctrinal de que el Registro le es
indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezón, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,

haciéndoles inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las vías pecua-
rias se consagra en el artículo 8 de la Ley 3/1995, de 23
de marzo, que en su apartado 3.º establece: «El Deslinde
aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor
de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amojonamiento
y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes
deslindados».

3. En cuanto a la prescripción que algunos aducen haber
ganado sobre porciones de vía supuestamente ocupadas por
el transcurso de los plazos de prescripción, ha de indicarse
que este planteamiento corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la nueva Ley de
Vías Pecuarias.

Parece evidente que, con posterioridad a la entrada en
vigor de la Ley de Vías Pecuarias de 1974, ni pueden enten-
derse iniciables cómputos de plazo de prescripción, ni podrían
completarse periodos de prescripción iniciados con anterio-
ridad.

En Sentencia de 10 de junio de 1991, el Tribunal Supre-
mo expone: «La mera ocupación o posesión de una parte
de una vía pecuaria no puede ser obstáculo que impida o
dificulte la anchura legal fijada administrativamente».

Considerando que el presente Deslinde se ha realizado
conforme a las Clasificación aprobada por la Orden Ministerial
ya citada, ajustado en todo momento al Procedimiento legal-
mente establecido en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y Procedimiento Adminis-
trativo Común, así como a lo regulado en la Ley 3/1995,
de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, y en el Decreto 155/1998,
de 21 de julio, que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás legislación
aplicable.

Vistos la Propuesta de Deslinde, formulada por la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente en Gra-
nada, con fecha 16 de noviembre de 1998, el Informe del
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, emitido con fecha
28 de enero de 1999,

R E S U E L V O

Aprobar el Deslinde Total de la Vía Pecuaria «Cordel de
Iznájar», en el término municipal de Loja, provincia de Gra-
nada, a tenor de los datos que siguen, y en función a las
coordenadas que se anexan a la presente Resolución.

Desestimar las alegaciones formuladas, conforme a lo
expuesto en los Fundamentos de Derecho de esta Resolución.

Longitud deslindada: 8.835 metros.
Anchura: 37,61 metros.
Superficie deslindada: 328.220 metros cuadrados.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante el Con-
sejero de Medio Ambiente, conforme a lo establecido en la
Ley 4/1999, de Modificación de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y Procedimiento Administrativo Común, en el plazo de
un mes desde la notificación de la presente, así como cualquier
otro que pudiera corresponder de acuerdo con la normativa
aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 12 de septiembre
de 2000.- El Secretario General Técnico, Juan Jesús Jiménez
Martín.
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CORRECCION de errores de la Resolución de 12
de julio de 2000, de la Dirección de Prevención y Cali-
dad Ambiental, por la que se autoriza como entidad
colaboradora de la Consejería de Medio Ambiente en
materia de Protección Ambiental a la Sociedad Infraes-
tructura y Ecología, SL.

Advertido error en el texto publicado de la citada Reso-
lución, se transcribe a continuación la oportuna rectificación:

BOJA núm. 109, de 21 de septiembre de 2000, página
14.831; donde dice:

«Resolución de 8 de junio de 2000, de la Dirección Gene-
ral de Prevención y Calidad Ambiental de la Consejería de
Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, por la que se auto-
riza como entidad colaboradora de la Consejería de Medio
Ambiente en materia de Protección Ambiental a la Sociedad
Cualicontrol-ACI, S.A.»

Debe decir:

«Resolución de 12 de julio de 2000, de la Dirección
General de Prevención y Calidad Ambiental de la Consejería
de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, por la que se
autoriza como entidad colaboradora de la Consejería de Medio
Ambiente en materia de Protección Ambiental a la Sociedad
Infraestructura y Ecología, S.L.»

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 3 de octubre de 2000, de la
Secretaría General Técnica, mediante la que se hacen
públicos los Convenios celebrados para la intervención
en zonas con necesidades de transformación social.

Mediante la Orden de 29 de febrero de 2000, se estableció
el régimen de concesión de ayudas públicas de la Consejería
de Asuntos Sociales, por la que se regulan las condiciones
de intervención en zonas con necesidades de transformación
social.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en su redacción dada por la Ley 16/1999,
de 28 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para 2000, he resuelto hacer públicos
los Convenios celebrados al amparo de la citada Orden, figu-
rando como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 3 de octubre de 2000.- La Secretaria General
Técnica, M.ª Angeles Martín Vallejo.

A N E X O

1. Convenio de Colaboración entre la Consejería de Asun-
tos Sociales y el Ayuntamiento de El Ejido para el desarrollo
de proyectos de actuación en la zona de Pampanico.

Fecha de firma: 25 de septiembre de 2000.
Importe: 6.000.000 de ptas.
Aplicación presupuestaria: 0.1.21.00.01.00.469.01.22H.

2. Convenio de Colaboración entre la Consejería de Asun-
tos Sociales y el Ayuntamiento de Cádiz para el desarrollo
de proyectos de actuación en la zona de La Paz.

Fecha de firma: 3 de octubre de 2000.
Importe: 14.000.000 de ptas.
Aplicación presupuestaria: 0.1.21.00.01.00.469.01.22H.

3. Convenio de Colaboración entre la Consejería de Asun-
tos Sociales y el Ayuntamiento de Linares para el desarrollo
de proyectos de actuación en la zona de El Cerro.

Fecha de firma: 14 de septiembre de 2000.
Importe: 9.000.000 de ptas.
Aplicación presupuestaria: 0.1.21.00.01.00.469.01.22H.

4. Convenio de Colaboración entre la Consejería de Asun-
tos Sociales de la Junta de Andalucía y el Ayuntamiento de
Marbella para el desarrollo de proyectos de actuación en la
zona de Las Albarizas.

Fecha de firma: 11 de septiembre de 2000.
Importe: 10.000.000 de ptas.
Aplicación presupuestaria: 0.1.21.00.01.00.469.01.22H.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 3 de abril de 2000, de la Uni-
versidad Pablo de Olavide, de Sevilla, por la que se
regulan los ficheros automatizados existentes en esta
Universidad, de acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999,
de 13 de diciembre (LORTAD).

La disposición adicional segunda de la Ley Orgánica
15/1999, de 13 de diciembre, de regulación del tratamiento
automatizado de los datos de carácter general (LORTAD), esta-
blece que dentro del año siguiente a la entrada en vigor, las
Administraciones Públicas responsables de ficheros automa-
tizados ya existentes deberán adoptar una disposición de regu-
lación del fichero o adaptar la que existiera.

En su virtud, y de conformidad con la disposición adicional
segunda de la citada Ley, y en el ejercicio de las competencias
que confiere el artículo 18 de la Ley Orgánica 11/1983, de
Reforma Universitaria, así como la Ley 3/1997, de 1 de julio,
de creación de la Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla,
este Rectorado ha resuelto:

Primero. Los ficheros automatizados de datos de carácter
personal de esta Universidad, existentes a la entrada en vigor
de la LORTAD, que se regulan por esta disposición, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la citada Ley,
son los que se relacionan en el Anexo de esta Resolución.

Segundo. La competencia sobre los ficheros automati-
zados corresponde, bajo la autoridad de la Rectora, al Gerente,
sin perjuicio de la responsabilidad directa que en la gestión
y custodia de los ficheros corresponda al Jefe de cada uno
de los servicios o unidades.

Tercero. Los responsables de los ficheros automatizados
de referencia adoptarán las medidas que resulten necesarias
para asegurar que los datos automatizados de carácter personal
existentes se usen para finalidades para las que fueron reco-
gidos, que son las que se concretan en esta Resolución.

Cuarto. Los afectados de los ficheros automatizados men-
cionados pueden ejercitar su derecho de acceso, rectificación,
cancelación y bloqueo de datos, cuando proceda, ante el órga-
no que para cada fichero automatizado se concreta en esta
Resolución.

Quinto. Los responsables de los ficheros automatizados
advertirán expresamente a los cesionarios de datos de carácter
personal de su obligación de dedicarlos exclusivamente a la
finalidad para la que se ceden, de conformidad con el artícu-
lo 11.5 en relación con el 4.2 de la LORTAD.

Sexto. La presente Resolución entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 3 de abril de 2000.- El Rector Acctal., José Luis
Martín Marín.


